GUIA PARA LA CELEBRACIÓN DE ASAMBLEAS DE ACCIONISTAS DE EMISORES DE VALORES
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PRESENTACIÓN 

Por cuanto la ley comercial contiene varios preceptos que se relacionan con las asambleas de accionistas de los emisores de valores, los cuales han dado lugar a numerosas consultas, este Despacho ha considerado conveniente, tanto para las sociedades como para los administradores, los accionistas y los terceros en general, recoger en este instructivo los criterios que ha expuesto al atender tales consultas con el propósito de facilitar la aplicación de las normas y requisitos que deben tenerse en cuenta para lograr un adecuado desarrollo de las reuniones del máximo órgano social y divulgar al mercado, en forma adecuada, las decisiones adoptadas y otros aspectos relacionados con las mismas.

Los diversos aspectos que abarca han sido recogidos y agrupados por temas, para que su manejo y consulta sea fácil.


Finalmente, no sobra advertir, que el presente instructivo resulta útil, no sólo para las sociedades con acciones inscritas en el Registro Nacional de Valores y Emisores, sino también para los emisores de títulos distintos a acciones.

1.
CLASES DE REUNIONES

1.1     Ordinarias

La regulación de las reuniones ordinarias de la asamblea general de accionistas se encuentra prevista, entre otros, en los artículos 110, 181, 182, 187, 422, 424 y 426 del Código de Comercio.

Según el artículo 422 Código de Comercio, “Las reuniones ordinarias de la asamblea se efectuarán por lo menos una vez al año, en las fechas señaladas en los estatutos y, en silencio de éstos dentro de los tres meses siguientes al vencimiento de cada ejercicio, para examinar la situación de la sociedad, designar los administradores y demás funcionarios de su elección, determinar las directrices económicas de la compañía, considerar las cuentas y balances del último ejercicio, resolver sobre la distribución de utilidades y acordar todas las providencias tendientes a asegurar el cumplimiento del objeto social.
Si no fuere convocada, la asamblea se reunirá por derecho propio el primer día hábil del mes de abril, a las 10:00 a.m., en las oficinas del domicilio principal donde funcione la administración de la sociedad.

Los administradores permitirán el ejercicio del derecho de inspección a los accionistas o a sus representantes durante los quince días anteriores a la reunión” (Negrillas no corresponden al texto original).
Así, el artículo 422 del Código de Comercio reconoce la facultad discrecional que tienen los accionistas para fijar en los estatutos la época y oportunidad en las cuales deberán reunirse. 

Por otra parte, si la sociedad tiene establecidos estatutariamente varios ejercicios contables en un mismo año calendario, deberá hacer una asamblea ordinaria por cada uno de dichos cortes.

Las reuniones ordinarias se caracterizan tanto por su obligatoriedad como por los temas específicos que en ellas se tratan (consideración de estados financieros, informe de gestión y demás aspectos conexos y complementarios), e igualmente se caracterizan por la época en que las mismas se realizan y por la antelación con la cual deben ser convocados los accionistas.

En el evento en que la reunión de carácter ordinario no se realice en la época fijada en los estatutos o en la ley, en todo caso el máximo órgano social deberá ser convocado para que delibere y decida sobre los temas propios de dicha reunión. En tal caso, deberá realizarse atendiendo las previsiones sobre convocatoria señaladas en los estatutos sociales o en la ley para las reuniones ordinarias, y se deberá incluir en la misma el temario a tratar en la reunión.
1.2    Extraordinarias

La regulación de las reuniones extraordinarias de la asamblea de accionistas se encuentra prevista, entre otros, en los artículos 110, 181, 182, 187, 423, 424, 425 y 426 del Código de Comercio. 

Esta clase de sesiones se caracteriza por el hecho que su realización está sujeta a la existencia de necesidades urgentes o imprevistas de la sociedad, que deban ser objeto de deliberación y de adopción de determinaciones por parte del máximo órgano social. 

1.3    Reuniones de segunda convocatoria

La regulación de las reuniones de segunda convocatoria de la asamblea de accionistas está prevista en el artículo 429 del Código de Comercio. 

Si los accionistas son convocados a reunión del máximo órgano social en la forma prevista en los estatutos o, en silencio de estos, en la forma prevista en la ley, y la asamblea no se realiza por falta de quórum, la administración de la sociedad tiene la posibilidad de convocar nuevamente a los accionistas a efectos de considerar los temas previstos en el orden del día de la primera reunión para la cual fueron convocados.  

Esta clase de reunión debe llevarse a cabo no antes de diez (10) días hábiles ni después de treinta (30) días hábiles, contados desde la fecha fijada para la primera reunión, y su citación deberá surtirse teniendo en cuenta que la reunión ha de tener lugar dentro de dicho lapso. En atención a que esta clase de reunión es una consecuencia del hecho que en la reunión de primera convocatoria no se contó con el quórum requerido, su convocatoria deberá cumplir únicamente con los requisitos de medio y antelación previstos para el efecto, sin que sea necesario incluir en ella el orden del día. 

Sin embargo, tratándose de reuniones extraordinarias de segunda convocatoria, deberá incluirse el orden del día de que trata el artículo 182 del Código de Comercio.

En las reuniones de segunda convocatoria, al igual que en las reuniones por derecho propio, podrá sesionarse válidamente con cualquier número plural de asociados, respetando en todo caso las mayorías exigidas en los estatutos o en la ley para las distintas clases de decisiones. Lo anterior de conformidad con el artículo 429 del Código de Comercio, previsión que es aplicable a todos los tipos societarios en virtud de la norma general contenida en el artículo 186 del Código de Comercio. 

No obstante, en las reuniones de segunda convocatoria de sociedades que negocien sus acciones en el mercado público de valores se podrá sesionar y decidir válidamente con uno o varios asociados, cualquiera que sea el número de acciones representadas.

1.4    Reuniones por derecho propio

Se denominan reuniones por derecho propio aquellas sesiones del máximo órgano social llevadas a cabo de conformidad con lo previsto en el inciso segundo del artículo 422 del Código de Comercio,  y en virtud de las cuales los accionistas pueden acudir por su propia iniciativa a las oficinas del domicilio principal donde funcione la administración de la sociedad, a las 10 a.m. del día hábil siguiente a aquel en que se venza el plazo estatutario para la realización de la asamblea general ordinaria de accionistas. En dicha reunión la asamblea podrá sesionar y decidir válidamente con un número plural de socios, cualquiera sea la cantidad de acciones que se encuentren representadas en la reunión. Dicha reunión se ha establecido como un mecanismo de protección al derecho de reunión de los asociados frente a la ausencia de convocatoria por parte de los administradores.

La regulación de las reuniones por derecho propio de la asamblea general de accionistas está prevista en los artículos 422, inciso segundo, y 429 del Código de Comercio. 

Si bien el inciso segundo del artículo 422 del Código de Comercio establece como fecha para la realización de la asamblea por derecho propio el primer día hábil del mes de abril, debe entenderse que tal fecha fue fijada por el legislador en el entendido que, de conformidad con lo señalado en el inciso primero de la misma norma, las reuniones ordinarias de la asamblea de accionistas usualmente se celebran dentro de los tres primeros meses del año, por lo cual en tales casos el plazo para la realización de dichas asambleas vence el 31 de marzo de cada año. 

No obstante, cuando haciendo uso del derecho otorgado en el mismo artículo, estatutariamente se fije para la realización de la asamblea ordinaria una fecha o época que se encuentre por fuera del primer trimestre del año, la reunión por derecho propio se llevará a cabo el primer día hábil siguiente a la fecha o época prevista en los estatutos para la celebración de la asamblea ordinaria. A manera de ejemplo, si en los estatutos se estipula que la reunión ordinaria debe llevarse a cabo en el primer semestre del año, y a 30 de junio el representante legal no ha efectuado la convocatoria,  la reunión por derecho propio deberá celebrarse el primer día hábil del mes de julio. 

Por otra parte, en el evento en que la sociedad tenga establecidos en sus estatutos varios ejercicios dentro de un mismo año calendario, existirá una reunión por derecho propio para cada corte, teniendo en cuenta los lineamientos antes señalados.

1.5    Reuniones universales

Son aquellas sesiones que se realizan cuando, sin previa convocatoria, se encuentra reunido en pleno el máximo órgano social, es decir el cien por ciento (100%) de  las acciones suscritas en circulación en las cuales se encuentre dividido el capital social, independientemente del lugar y de la fecha en que se produzca la reunión. 

La regulación de las reuniones universales de la asamblea de accionistas está prevista en los artículos 182 y 426 del Código de Comercio. 

Aunque por regla general las reuniones de la asamblea de accionistas se deben realizar en el domicilio social, con sujeción a lo prescrito en la ley o en los estatutos en cuanto a convocatoria o quórum (artículo 186 del Código de Comercio), la misma ley contempla la posibilidad de que pueda declararse legalmente instalada la asamblea y ésta pueda deliberar y decidir válidamente, en cualquier fecha y lugar, siempre y cuando se encuentren presentes todos los asociados (artículo 182 ibídem). Naturalmente, se requiere que exista voluntad de constituirse en Asamblea General de Accionistas, ya que de otra manera se trataría de una reunión informal.

Por lo tanto, estando presentes o representados todos los asociados, el máximo órgano social puede reunirse en un lugar, inclusive en el exterior, siempre y cuando se dé cumplimiento a los presupuestos legales para el efecto.

En su seno pueden ejercer cualquiera de las atribuciones que la ley concede a la Asamblea General y el quórum para decidir será el que establezcan los estatutos. En las reuniones universales el máximo órgano social puede deliberar y decidir sobre cualquier tema. 

Ahora bien, la ley ha previsto requisitos especiales de publicidad o información previas, para cierto tipo de decisiones. En efecto, de conformidad con el artículo 13 de la Ley 222 de 1995, tratándose de fusión, escisión, transformación o cancelación voluntaria de la inscripción en el Registro Nacional de Valores o en Bolsa de Valores, la convocatoria deberá incluir dentro del orden del día el punto referente a la escisión, fusión, transformación o cancelación de la inscripción e indicar expresamente, cuando la operación implique  una desmejora patrimonial o un aumento de responsabilidad para los socios, la posibilidad que tienen de ejercer el derecho de retiro; así mismo, el proyecto de escisión, fusión o las bases de la transformación deberán mantenerse a disposición de los socios en las oficinas donde funcione la administración de la sociedad en el domicilio principal, por lo menos con 15 días hábiles de antelación a la reunión en la que vaya a ser considerada la propuesta respectiva. La omisión de cualquiera de los requisitos señalados hará ineficaces las decisiones relacionadas con los referidos temas.

A su turno, el artículo 67 de la Ley 222 de 1995 señala que, cuando en las sociedades que negocien sus acciones en el mercado público de valores se pretenda debatir el aumento del capital autorizado o la disminución del suscrito, deberá incluirse el punto respectivo dentro del orden del día señalado en la convocatoria. La omisión de este requisito hará ineficaz la decisión correspondiente. De igual manera, los administradores de la sociedad elaborarán un informe sobre los motivos de la propuesta, que deberá quedar a disposición de los accionistas en las oficinas de administración de la sociedad, durante el término de la convocatoria.

1.7     Reuniones no presenciales

Las reuniones no presenciales permiten a los asociados o miembros de junta directiva deliberar y decidir sin necesidad de estar físicamente en el lugar de la reunión, para lo cual pueden utilizar cualquier medio técnico idóneo para el efecto. La regulación de las reuniones no presenciales está prevista en el artículo 19 de la Ley 222 de 1995. Para que las reuniones no presenciales orales se prediquen válidas, es necesario el cumplimiento de los siguientes requisitos:

1. Que todos los socios o miembros que componen el respectivo órgano puedan deliberar  y decidir. Tales reuniones se encuentran exoneradas de los requisitos de convocatoria y celebración dentro del domicilio social,  precisamente porque se parte de la base que en ella participarán todos los asociados. 

2. Que la comunicación que se establezca entre ellos sea simultánea o sucesiva.
3. Que el medio técnico empleado para llevar a cabo la comunicación a distancia permita probar las deliberaciones realizadas y las decisiones adoptadas, mediante mecanismos tales como grabaciones o filmaciones.


En los casos mencionados, la Superintendencia Financiera de Colombia, en ejercicio de sus funciones de control sobre los emisores, puede verificar la realidad e idoneidad del medio que se emplee para surtir la comunicación entre los asociados o miembros de la junta directiva. 

Si bien en las reuniones no presenciales deben existir mecanismos tales como grabaciones o filmaciones, tal situación no exonera a la sociedad de elaborar, aprobar y firmar las actas correspondientes, así como de efectuar la trascripción en el libro de actas respectivo.

Si alguno de los socios o miembros no participa en la comunicación simultánea o sucesiva, las decisiones adoptadas serán ineficaces, de conformidad con lo previsto en el parágrafo del artículo 21 de la Ley 222 de 1995. No obstante, aunque se exige que todos los socios o miembros participen en la comunicación simultánea o sucesiva, las decisiones podrán tomarse con la mayoría decisoria exigida por los estatutos o la ley.

1.8    Otros mecanismos para toma de decisiones

El artículo 20 de la Ley 222 de 1995 establece que serán válidas las decisiones del máximo órgano social cuando quiera que todos los asociados expresen por escrito el sentido de su voto. Para ese fin los socios o miembros deberán allegar, en forma conjunta o separada, el documento en el que se exprese su voto dentro del término de un (1) mes, contado a partir de la fecha señalada para el efecto en la comunicación a través de la cual se someta a su consideración el asunto objeto de la decisión.
El representante legal deberá informar a los socios o miembros de junta directiva, dentro de los cinco (5) primeros días siguientes a la recepción de los documentos por medio de los cuales se exprese el voto, si la decisión fue aprobada o improbada, de conformidad con las mayorías establecidas.
Es de precisar que si alguno de los socios o miembros no expresa el sentido de su voto o se excede del término de un (1) mes señalado en el artículo 20 de la Ley 222 de 1995, las decisiones adoptadas serán ineficaces, de conformidad con el parágrafo del artículo 21 de la mencionada Ley. Si bien se exige que todos los socios o miembros expresen el sentido de su voto, las decisiones podrán tomarse con la mayoría decisoria exigida por los estatutos o la ley.

Esta norma procura que todas y cada una de las personas que integran el capital social de una determinada compañía, puedan opinar sobre todos los aspectos que competen al desarrollo de la entidad. Además, la norma pretende que se logre consultar la opinión del cien por ciento de sus asociados y que, para cada punto motivo de votación, se cuente con la constancia por escrito de la forma en que cada interesado expresó su voto.

Finalmente, es del caso aclarar que el artículo 20 de la de la Ley  222 de 1995 se puede aplicar a toda clase de sociedades (con títulos inscritos en el mercado público de valores o no), a todo tipo societario (anónimas, limitadas, etc.) y a todo tipo de reuniones, dado que la ley no restringió su ámbito de aplicación. 

2.    CONVOCATORIA

2.1    Medio

Por ser el mecanismo para citar a los asociados a la reunión del máximo órgano social, la convocatoria debe realizarse por el medio previsto en los estatutos sociales. En el evento en que el contrato social guarde silencio sobre el particular, el medio que se debe utilizar será la publicación de un aviso en un diario de amplia circulación en el domicilio principal de la sociedad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 424 del Código de Comercio.

Si en los estatutos sociales se encuentra establecido como medio para la convocatoria una  comunicación escrita dirigida a los accionistas, la sociedad emisora respectiva deberá establecer mecanismos para garantizar la actualización permanente en sus archivos de las direcciones de los asociados, y  conservar los documentos que acrediten la fecha y forma de envío a todos y cada uno de los accionistas, los cuales podrán ser verificados en cualquier momento por la Superintendencia Financiera de Colombia.

Si el aviso de convocatoria fuere publicado por un medio radial, televisivo u otro similar, deberá conservarse en los archivos sociales una copia del mismo, mediante una grabación en la que pueda constatarse la totalidad del mensaje, y una constancia de la fecha en la cual se hizo la convocatoria, expedida por la entidad a través de la cual se efectuó.
2.2    Antelación 

La convocatoria a reuniones ordinarias deberá surtirse obligatoriamente, con una antelación mínima de quince (15) días hábiles, o en el término establecido en los estatutos, que en ningún caso podrá ser inferior al establecido en la ley. 

El conteo de los días de antelación de la convocatoria se inicia el día siguiente a la fecha en que ella se efectúe y va hasta la media noche del día anterior a la reunión; de modo que para establecer la antelación no se tendrán en cuenta ni el día de la convocatoria, ni el de la sesión.

Si la reunión es extraordinaria, la convocatoria a la reunión deberá hacerse con una antelación mínima de cinco (5) días comunes.

En el caso de las reuniones de segunda convocatoria, se parte de la base que, si la primera reunión fue debidamente convocada y durante el término de la convocatoria la totalidad de libros y documentos sociales estuvieron a disposición de los asociados, éstos contaron ya con los quince (15) días hábiles necesarios para el ejercicio del derecho de inspección. Por lo tanto, para la segunda reunión ya no se requeriría aplicar este término, de manera que resultaría procedente aplicar la antelación mínima del artículo 424 del Código de Comercio, es decir, cinco (5) días comunes. Todo lo anterior sin olvidar que la reunión sólo podrá realizarse a partir del día décimo siguiente al de la primera reunión. 

Como se señaló anteriormente, para efectos del conteo de los días de antelación en la convocatoria no deben contarse el día de la citación ni el día de la celebración de la reunión. Si las oficinas donde funciona la administración de la sociedad laboran ordinariamente los días sábados, estos se tendrán como hábiles para tal fin.  

2.3    Quién debe hacer la Convocatoria

La reunión ordinaria de asamblea general de accionistas o junta de socios será convocada por el órgano que señalen los estatutos sociales.

Respecto de las reuniones extraordinarias, conforme a lo establecido en el artículo 181 del Código de Comercio, la asamblea general de accionistas se reunirá cuando sea convocada por los administradores, por el revisor fiscal o por la entidad  supervisora competente. 

Por regla general, los asociados no están habilitados para convocar directamente a la asamblea general de accionistas, salvo que se trate de decidir sobre lo previsto en el artículo 25 de la Ley 222 de 1995, pero pueden solicitar a los administradores o al revisor fiscal que realice la citación, siempre y cuando  los asociados solicitantes representen el porcentaje mínimo establecido en los estatutos o, si éstos no contienen ninguna previsión al respecto, la cuarta parte o más del capital social, conforme a lo establecido en el artículo 182 del Código de Comercio.

Adicionalmente, conforme a lo dispuesto en el artículo 423 del Código de Comercio, la Superintendencia Financiera de Colombia podrá ordenar, a los emisores sometidos a su control exclusivo, la convocatoria a reuniones de carácter extraordinario -orden que deberá ser cumplida por el representante legal o el revisor fiscal-, o bien hacerla directamente, cuando la asamblea no se hubiere reunido en la oportunidad prevista en los estatutos o en la ley; cuando se hubieren cometido irregularidades graves en la administración que deban ser conocidas o subsanadas por el máximo órgano social, o por solicitud del número plural de asociados determinado en los estatutos o, en su defecto, por el que represente no menos de la quinta parte de las acciones suscritas en que se haya dividido el capital social.

2.4     Contenido de la Convocatoria

El aviso de convocatoria deberá contener por lo menos la siguiente información: nombre de la sociedad,  título que indique que se trata de una convocatoria a reunión del órgano social respectivo, fecha, hora, ciudad, dirección del sitio específico donde se celebrará la reunión, indicando si es del caso, el  nombre del salón correspondiente, orden del día, cuando sea del caso, e indicación de la persona o personas que efectúan la convocatoria.
En la convocatoria a reuniones para discutir la fusión, escisión, transformación o la cancelación de la inscripción de las acciones en Bolsa o en el Registro Nacional de Valores y Emisores, deberá incluirse dentro del orden del día el punto respectivo e indicarse, expresamente, en caso de presentarse detrimento patrimonial o un aumento de la responsabilidad  de los accionistas, que los ausentes o disidentes pueden hacer uso del derecho de retiro, de conformidad con lo señalado en el artículo 13 de la Ley 222 de 1995.

Así mismo, cuando en las sociedades que negocien sus acciones en el mercado público de valores, se pretenda debatir el aumento del capital autorizado o la disminución del suscrito, deberá incluirse el punto respectivo dentro del orden del día señalado en la convocatoria e informar acerca de la existencia y disponibilidad para consulta del informe elaborado por la administración para ilustrar a los accionistas acerca de la reforma que se someterá a su consideración.

En cuanto hace a la convocatoria para las reuniones extraordinarias, el aviso correspondiente deberá hacerse con la antelación prevista en los estatutos sociales, que en todo caso no podrá ser inferior a cinco (5) días comunes, aplicándose para el efecto la regla general de incluir en dicho término ni el día de la convocatoria ni el día de la reunión. Respecto al contenido de la convocatoria, de conformidad con el artículo 182 del Código de Comercio, en la misma deberá insertarse el orden del día previsto para la respectiva reunión, de tal manera que los accionistas conozcan, de antemano y con la mayor precisión posible, los motivos urgentes o imprevistos que tuvo la administración para llevar a cabo la convocatoria. La redacción de los diferentes puntos que conforman el orden del día debe ser suficientemente clara y expresa, de tal forma que sus destinatarios al leerla puedan saber qué puntos específicos van a ser tratados en la reunión y sometidos a su consideración. 

2.5    Modificaciones a la Convocatoria

Una vez convocado el máximo órgano social con plena observancia de las formalidades legales y estatutarias del caso, no es viable una modificación a la fecha, sitio o cualquier otra estipulación contenida en el aviso respectivo, si se tiene en cuenta que la convocatoria equivale a un acto jurídico generador de efectos vinculantes frente a los destinatarios de la misma, no obstante en el evento en que existiera aprobación expresa de todos y cada uno de los socios que representen el cien por ciento (100%) del capital suscrito o social, sería factible tal modificación. .

En todo caso es de advertir que si la convocatoria obedece a una orden dada por la entidad que ejerza vigilancia o control sobre la respectiva sociedad, para dicha modificación se requeriría autorización previa de tal entidad. 

En caso de no darse lo presupuestos básicos de la convocatoria, o en caso que la misma sufra variaciones no subsanadas por la aprobación expresa de todos y cada uno de los asociados o por los medios establecidos en los estatutos para el efecto, habrá de entenderse que la misma no se surtió debidamente, de manera que la administración deberá convocar nuevamente a la asamblea general de accionistas a reunión de primera convocatoria, por el medio y con la antelación requerida en los estatutos sociales. 

3.    PODERES

3.1     Verificación de poderes

Antes de iniciar la reunión para la cual el máximo órgano social fue convocado y previamente a que los asociados comiencen a deliberar, es necesario que se produzca la verificación de la calidad de quienes asisten a la reunión, es decir, si los mismos lo hacen en nombre propio o en calidad de representantes o apoderados de los accionistas. 

3.2    Requisitos formales de los poderes

De conformidad con el artículo 184 del Código de Comercio, modificado por el artículo 18 de la Ley  222 de 1995, todo socio podrá hacerse representar en las reuniones de la junta de socios o asamblea, mediante poder que deberá reunir los siguientes requisitos:

1. Que conste por escrito, pudiendo utilizarse cualquier mecanismo para el efecto, es decir, carta, telegrama, fax, etc.
2. Que indique expresamente el nombre del apoderado, y si es el caso el nombre de la persona a quien éste puede sustituirlo. En tal sentido, no se pueden recibir de los accionistas poderes en los cuales no aparezca claramente definido el nombre del respectivo representante, ni resulta tampoco posible dejar el espacio en blanco para que los administradores o un tercero determinen dicho representante.
3. La fecha o época de la reunión o reuniones para las que se confiere el poder, salvo que se trate de un poder general otorgado por escritura pública.
4. Los demás requisitos adicionales a los poderes que se establezcan en  los estatutos sociales.
5. No se requiere que el poder sea elevado a escritura pública o reconocido ante juez o notario.
6. Los poderes no deberán presentar enmendaduras.  
7. Si el asociado que va a hacerse representar en la sesión es una persona jurídica, anexo al poder debe presentarse una copia de un certificado de existencia y representación legal expedido por la cámara de comercio del domicilio social, y
8. Los poderes otorgados en el exterior deben cumplir con los requisitos previstos en el artículo 184 del Código de Comercio.
Es deber de los administradores verificar que los poderes cumplan con los requisitos señalados en el artículo 184 del Código de Comercio, así como los previstos en el contrato social. La administración de la sociedad no puede admitir como válidos poderes conferidos por los accionistas sin el lleno de los requisitos establecidos en el artículo 184 del Código de Comercio.

3.3    Sujetos legitimados para ser apoderados

La representación puede encontrarse deferida a cualquier persona natural o jurídica, tenga o no ésta la calidad de accionista. Sin embargo, según lo previsto en el artículo 185 del Código de Comercio, salvo en los casos de representación legal, los administradores y empleados de la sociedad no pueden representar acciones distintas de las propias mientras estén en ejercicio de sus cargos, y mucho menos sustituir los poderes que se les confieran.  En consecuencia, la administración debe advertir adecuadamente sobre el particular y, para efectos de la verificación del quórum, abstenerse de contabilizar las acciones indebidamente representadas.

Toda vez que la norma antes citada establece que los administradores y empleados de la sociedad no pueden representar acciones distintas de las propias “mientras estén en ejercicio de sus cargos”, la prohibición es aplicable a los suplentes -del representante legal o de los miembros de junta directiva- que han actuado efectivamente dentro del período para el cual fueron designados, con la única excepción de la representación legal que ejerzan respecto de su representado. 

Dicha representación legal hace referencia tanto al cargo de representante legal de una persona jurídica como a los representantes de personas naturales, bien sea en calidad de tutor, curador o en ejercicio de la patria potestad en tratándose de los padres respecto a sus hijos menores de edad; esta última figura jurídica es ejercida conjuntamente por los dos padres, a menos que uno de ellos haya delegado el ejercicio de la misma en cabeza del otro, hecho este que deberá constar expresamente en documento escrito que deberá exhibirse al momento de acreditar la calidad en la que se actúa. De tal hecho ha de dejarse constancia en el acta que se elabore con ocasión de la celebración de la respectiva sesión, en atención a que en cumplimiento del artículo 189 del Código de Comercio, en concordancia con el artículo 431 ibídem, es una circunstancia acaecida en la reunión y por demás objeto de verificación por parte de esta Superintendencia en ejercicio del control de legalidad por ella desarrollado.

3.4    Prácticas ilegales, no autorizadas e inseguras

De acuerdo con lo establecido en el artículo 1 de la Resolución 116 de 2002, expedida por el Superintendente de Valores, hoy Superintendencia Financiera, la cual modifica el artículo 2.3.1.1 de la Resolución 1200 de 1995, las conductas que a continuación se describen son prohibidas, ya sea que se realicen directamente o a través de interpuesta persona, toda vez que las mismas pueden constituir contravención a lo dispuesto por los artículos 184 y 185 del Código de Comercio y 23 numerales 2, 6 y 7 de la Ley 222 de 1995:

1. Incentivar, promover o sugerir a los accionistas el otorgamiento de poderes para las asambleas de accionistas de las respectivas sociedades, en las cuales no aparezca claramente definido el nombre del representante.
2. Recibir de los accionistas poderes para las reuniones de asamblea, donde no aparezca claramente definido el nombre del respectivo representante.
3. Admitir como válidos poderes conferidos por los accionistas, sin el lleno de los requisitos establecidos en el artículo 184 del Código de Comercio.
4. Tratándose de quienes por estatutos ejerzan la representación legal de la sociedad, de los liquidadores y de los demás funcionarios de la sociedad emisora de acciones, sugerir o determinar el nombre de quienes actuarán como apoderados de los accionistas en las asambleas.
5. Tratándose de quienes por estatutos ejerzan la representación legal de la sociedad y de los demás funcionarios de la sociedad emisora de acciones, recomendar a los accionistas que voten por determinada lista.
6. Tratándose de quienes por estatutos ejerzan la representación legal de la sociedad y de los demás funcionarios de la sociedad emisora de acciones, sugerir, coordinar o convenir con cualquier accionista o con cualquier representante de accionistas, la presentación en la asamblea de propuestas que hayan de someterse a su consideración.
7. Tratándose de quienes por estatutos ejerzan la representación legal de la sociedad y de los demás funcionarios de la sociedad emisora, sugerir, coordinar o convenir con cualquier accionista o con cualquier representante de accionistas, la votación a favor o en contra de cualquier proposición que se presente en la misma. 

En consecuencia, los administradores de las sociedades con acciones inscritas en el Registro Nacional de Valores y Emisores deberán adoptar las siguientes medidas correctivas y de saneamiento:

1. Devolver a sus poderdantes los poderes que pudieren contravenir lo prescrito en el artículo 2.3.1.1 de la Resolución 1200 de 1995.
2. No recibir poderes especiales antes de la convocatoria por medio de la cual se informe los asuntos a tratar en la asamblea respectiva.
3. Adoptar todas las medidas necesarias para que los funcionarios de la respectiva sociedad obren con neutralidad frente a los distintos accionistas
4. Adoptar, antes de la celebración de la asamblea de accionistas, todas las medidas apropiadas y suficientes para garantizar la participación efectiva de los accionistas en la asamblea y el ejercicio de sus derechos políticos.
5. Informar a los accionistas que los poderes no podrán conferirse a personas vinculadas directa o indirectamente con la administración o con los empleados de la sociedad, lo cual podrá hacerse mediante inclusión de la advertencia respectiva en la convocatoria a las reuniones, mediante manifestación hecha ante la asamblea o por cualquier otro medio que resulte idóneo para el efecto. Es de señalar que por personas vinculadas se entiende quienes tengan cualquier tipo de contrato con la administración, por ejemplo asesores externos o el revisor fiscal de la sociedad o cuando se trate de parientes hasta el segundo grado de consaguinidad, primero de afinidad y único civil, así como quienes tengan vínculos laborales o contratos de cualquier otro tipo que genere dependencia respecto a los mismos. 

Por su parte, las juntas directivas de las sociedades emisoras de acciones estarán obligadas a establecer por escrito medidas apropiadas y suficientes, orientadas a asegurar el cumplimiento de lo establecido en el artículo 2.3.1.1 de la Resolución 1200 de 1995. Tales medidas deberán estar dirigidas a los representantes legales, administradores y demás funcionarios de la respectiva sociedad, para asegurar que estos den un trato equitativo a todos los accionistas de la misma.

Para el efecto, la respectiva junta directiva deberá adoptar por escrito mecanismos de control y deberá diseñar y poner en práctica procedimientos específicos y designar funcionarios responsables de verificar el adecuado cumplimiento de dichos procedimientos.

Los miembros de la junta directiva deberán requerir antes de cada asamblea a los funcionarios responsables de verificar el cumplimiento de los procedimientos antes señalados, con el fin de que se les informe sobre su cumplimiento, y deberán adoptar las medidas necesarias para remediar las posibles falencias detectadas por los funcionarios responsables de la verificación.

Tales medidas y mecanismos deberán ser informadas por el presidente de la junta directiva al mercado en general, por conducto del Superintendente Delegado para Emisores, de manera previa a la celebración de la respectiva asamblea de accionistas, utilizando para el efecto los mecanismos establecidos para el suministro de información relevante.

4.    QUÓRUM, SISTEMAS DE VOTACIÓN Y MAYORÍAS

4.1    Quórum deliberatorio

Al comienzo de toda reunión debe verificarse la existencia del quórum necesario para deliberar de acuerdo con lo pactado en los estatutos. En caso de que no concurra el número de socios que integre dicho quórum, no podrá llevarse a cabo la reunión, so pena de que las decisiones resulten ineficaces en virtud de lo establecido en el artículo 190 del Estatuto Mercantil.

Pueden asistir a la reunión y ejercer su derecho de voz y voto los accionistas inscritos en el libro de registro de accionistas a la fecha de realización de la misma. En las sociedades de responsabilidad limitada la inscripción en el libro de registro de socios no determina su condición de tal, y por tanto podrán asistir a la reunión solamente quienes figuren como socios en el registro mercantil.

El accionista que esté en mora de pagar cuotas de acciones que haya suscrito, no puede ejercitar el derecho de voz ni el de voto
.

De conformidad con lo establecido en el artículo 68 de la Ley  222 de 1995, en las sociedades anónimas la asamblea de accionistas deliberará con un número plural de socios que represente, por lo menos, la mitad más una de las acciones suscritas, salvo que en los estatutos se pacte un quórum inferior.

Respecto de las sociedades de responsabilidad limitada, según el artículo 359 del Código de Comercio, las decisiones de la junta de socios se tomarán por un número plural de socios que represente la mayoría absoluta de las cuotas en que se halle dividido el capital de la compañía.

En los casos de usufructo de acciones o cuotas sociales no podrá configurarse la pluralidad jurídica entre el nudo propietario y el usufructuario o entre varios usufructuarios del mismo nudo propietario. Lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 378 del Código de Comercio, en cuanto a la indivisibilidad de las acciones.
Iniciadas las deliberaciones, la sociedad debe establecer medidas de control tanto para el ingreso como para la salida de asociados del lugar donde se esté realizando la sesión, a efectos de garantizar que durante todo el transcurso de la reunión se mantenga el quórum mínimo requerido. De llegar a desintegrarse el quórum mínimo requerido durante el transcurso de la reunión, ésta no podrá continuarse.

4.2    Sistemas de Votación

Para efectos de garantizar la transparencia en la adopción de las decisiones de especial importancia que tome el órgano social, o en las cuales se prevea la existencia de diferencias significativas de criterio entre los socios, y permitir su verificación, los administradores deben establecer mecanismos tales como papeletas de votación u otros esquemas en los cuales se identifique claramente el sentido del voto de cada uno de los asociados, el número de acciones que cada uno de ellos representa, el número total de votos con el que se adopta cada una de las decisiones y el número total de votos en contra respecto de cada una de las referidas decisiones.

Dichas medidas resultan especialmente importantes cuando se trata de determinar quiénes fueron los accionistas disidentes, a efectos del ejercicio del derecho de retiro. 
Mayorías

4.3.1   Mayorías ordinarias

Según lo previsto en el artículo 68, inciso segundo, de la Ley 222 de 1995, las decisiones se tomarán por mayoría absoluta (o sea mitad más uno) de los votos presentes, con excepción de las mayorías decisorias señaladas en los artículos 155, 420 numeral 5 y 455 del Código de Comercio. En los estatutos de las sociedades cuyas acciones se encuentren inscritas en el Registro Nacional de Valores y Emisores y negocien sus acciones en bolsa, podrá pactarse un quórum inferior pero nunca uno superior al establecido en tal disposición. En cuanto a las mayorías decisorias, resulta imperativo para dichas sociedades que las decisiones se adopten por mayoría de los votos presentes, salvo las excepciones a que se ha hecho mención.

De igual manera es preciso señalar que el artículo 68 se aplica exclusivamente a las sociedades anónimas, por estar ubicado dentro del Capítulo VII del Título I de dicha ley, que se refiere a esta modalidad societaria. 

Respecto de las sociedades de responsabilidad limitada, según el artículo 360 del Código de Comercio, salvo que estatutariamente se estipule una mayoría superior, las reformas estatutarias se aprobarán con el voto favorable de un número plural de asociados que represente, cuando menos, el setenta por ciento de las cuotas en que se halle dividido el capital social (no simplemente las que se hallen presentes en la respectiva reunión).

Como se señaló anteriormente, iniciadas las deliberaciones, la sociedad debe establecer medidas de control tanto para el ingreso como para la salida de asociados del recinto donde se esté realizando la sesión, a efectos de determinar con exactitud las mayorías existentes al momento de adoptar cada deliberación, previendo la suficiencia de quórum en el desarrollo de la sesión.

Con base en lo anterior, al momento de someterse a consideración del máximo órgano social cualquier proposición, habrá de determinarse clara y específicamente la mayoría con la cual se apruebe o impruebe cada una de ellas, dejando constancia tanto de los votos a favor como de los votos en contra o en blanco. 

Debe recordarse que, de conformidad con el artículo 197 del Código de Comercio, cuando se trate de elegir las personas que deben conformar una misma junta u otro cuerpo colegiado, los votos en blanco solo se computan para determinar el cuociente electoral. En consecuencia, el número de votos en blanco no constituye manifestación de voluntad afirmativa o negativa respecto de la proposición respectiva.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 425 del Código de Comercio, en concordancia con el artículo 68 de la Ley 222 de 1995, en sus reuniones extraordinarias la asamblea no podrá tomar decisiones sobre temas no incluidos en el orden del día publicado, a menos que por decisión de la mayoría de los votos presentes y una vez agotado el orden del día, se adopte la determinación de ocuparse de otros temas. 

No obstante lo anterior, es de advertir que en ningún caso se podrán incluir como  puntos adicionales al temario que se someterá a consideración de la asamblea, sea ésta ordinaria o extraordinaria, temas referentes a fusión, escisión, transformación de la sociedad o cancelación de la inscripción de las acciones respectivas en Bolsa o en el Registro Nacional de Valores y Emisores. Tampoco podrán incluirse como puntos adicionales el aumento del capital autorizado o la disminución del capital suscrito, cuando la sociedad negocie sus acciones en la bolsa de valores.

Lo anterior, por cuanto para estos casos particulares la Ley 222 de 1995 establece ciertos deberes especiales de divulgación y suministro de información previa a los asociados, así como la posibilidad, en algunos de ellos, de ejercer el derecho de retiro.
Finalmente debe recordarse que, de conformidad con el artículo 185 del Código de Comercio, inciso segundo, los administradores y empleados de la sociedad no podrán votar los balances y cuentas de fin de ejercicio. Ha de entenderse que esta prohibición implica así mismo que los administradores no pueden votar el informe de gestión, toda vez que el mismo hace parte de la “rendición de cuentas al fin de ejercicio” a que se refiere el artículo 46 de la Ley 222 de 1995.
4.3.2.    Mayorías especiales

Con la expedición de la Ley 222 de 1995 desaparecieron las mayorías calificadas que se encontraban previstas en el Código de Comercio para ciertos asuntos específicos. Sin embargo, en la legislación actual aún se consagran tres eventos que requieren para su adopción mayorías especiales, a saber:

· La mayoría para distribución de utilidades por debajo del cincuenta por ciento (50%) de las utilidades líquidas, o para acordar la no distribución de utilidades, será la conformada por el voto favorable de un número plural de asociados que representen, cuando menos, el setenta y ocho por ciento (78%) de las acciones, cuotas o partes de interés presentes en la reunión    (artículo 240 de la Ley  222 de 1995, el cual modificó el artículo 155 del Código de Comercio).

· La renuncia al derecho de preferencia en la suscripción de acciones deberá ser adoptada por la asamblea general de accionistas con la mayoría del setenta por ciento (70%) de las acciones presentes o debidamente representadas en la reunión (artículo 68 de la Ley  222 de 1995 en concordancia con el artículo 420 numeral 5º del Estatuto Mercantil).

· El pago del dividendo con acciones liberadas de la sociedad deberá ser aprobado con el voto favorable del ochenta por ciento (80%) de las acciones representadas en la respectiva sesión (artículo 68 de la Ley  222 de 1995 en concordancia con el artículo 455 del Código de Comercio).

En todo caso, cuando se configure una situación de control, sólo podrá pagarse el dividendo en acciones o cuotas liberadas de la sociedad, a los socios que así lo acepten.

Finalmente, es preciso reiterar que las sociedades que negocien sus acciones en el mercado público de valores no podrán pactar en sus estatutos mayorías decisorias diferentes a las previstas en la ley, salvo las excepciones que ésta misma prevé y a las cuales se ha hecho referencia.

4.4    Quórum y mayorías decisorias en las reuniones de segunda convocatoria

Las reuniones de segunda convocatoria sesionarán y decidirán válidamente con un número plural de socios cualquiera sea el número de acciones representadas en la reunión.

No obstante, cuando las sociedades negocien sus acciones en el mercado público de valores, tratándose de reuniones de segunda convocatoria, la asamblea sesionará y decidirá válidamente con uno o varios socios cualquiera sea el número de acciones representadas; esto es, no se requiere pluralidad. Lo anterior de conformidad con lo establecido en el artículo 429 del Código de Comercio.
4.4.1    Unidad de voto

Todas las acciones que pertenezcan a un mismo accionista deberán votar en un mismo sentido respecto de cada una de las decisiones que se sometan a consideración de la asamblea
. 

La unidad del derecho de voto ha de ser la regla general. Sin embargo, por excepción es aceptado el fraccionamiento cuando media la desmembración del derecho de dominio y existen prendas o anticresis, o en ciertos eventos de transferencia de acciones a título de fiducia mercantil, en el cual el titular vota con algunas de las acciones, en todo caso en un mismo sentido, y uno o varios terceros pueden ejercer el derecho de voto correspondiente a alguna o algunas de las acciones y en caso tal, pueden ejercerlo en un sentido distinto al del voto del titular.

5.    DOCUMENTOS ESPECIALES QUE DEBEN SOMETERSE A CONSIDERACIÓN DE LOS ACCIONISTAS EN LAS ASAMBLEAS

5.1    En las reuniones ordinarias o extraordinarias con temario de ordinarias

De conformidad con lo previsto en el artículo 46 de la Ley 222 de 1995, terminado cada ejercicio contable, en la oportunidad prevista en la ley  o en los estatutos, los administradores deberán presentar a la asamblea o junta de socios los siguientes documentos, para su aprobación o improbación: 

5.1.1    El informe de Gestión
Según el  artículo 46 ibídem, debe contener  una exposición fiel sobre la evolución de los negocios y la situación general de la compañía, en sus áreas económica, jurídica y administrativa.  Para que este informe cumpla su cometido legal, y de conformidad con el principio de revelación plena establecido en el artículo 15 del Decreto 2649 de 1993, en él deberá presentarse a los asociados una explicación completa, concisa, fiel y suficiente sobre el desempeño de la empresa en sus diferentes áreas y líneas de negocios, con especial énfasis en sus principales productos o servicios, sus oportunidades, amenazas, fortalezas y debilidades, competitividad y posición en el mercado, en forma tal que al leerlo los accionistas obtengan todos los elementos de juicio suficientes para comprender y evaluar correctamente la situación financiera de la empresa, los cambios que ésta hubiere experimentado, el resultado de sus operaciones, su situación patrimonial, su capacidad para generar flujos futuros de efectivo y sus perspectivas generales. Lo anterior incluye que se muestre claramente la evolución de los ingresos, costos, gastos, activos y pasivos, entre otros, indicando no solamente el valor absoluto y el porcentaje de variación en cada ítem, sino también las causas de dicho comportamiento. Un importante complemento para el análisis que deben realizar los asociados es la inclusión de los indicadores o razones financieras exigidos en el artículo 115, numeral 20, del decreto 2649 de 1993, mostrando los índices que, de acuerdo con el sector de actividad económica específico,  midan en forma más adecuada la eficiencia de la respectiva empresa en cuanto a aspectos tales como liquidez, endeudamiento, solvencia, eficiencia operacional y rentabilidad, mostrando no solamente los resultados aritméticos de dichos índices, sino también su interpretación.
El informe deberá incluir adicionalmente los siguientes aspectos:

· Los acontecimientos más importantes acaecidos después de la fecha de corte de los estados financieros. Según lo dispuesto en el artículo 115, numeral 15, del Decreto 2649 de 1993, se deben revelar los hechos económicos realizados luego de la fecha de corte, que puedan afectar en forma material la situación financiera y las perspectivas del ente económico, tales como incumplimientos contractuales, emisiones de acciones o bonos, distribución de dividendos, eventos o cambios de circunstancias que alteren las bases utilizadas para estimar las contingencias, etc.

· La evolución previsible de la sociedad.

· Las operaciones realizadas en el ejercicio contable inmediatamente anterior con los socios y administradores.

· El estado de cumplimiento de las normas sobre propiedad intelectual y derechos de autor por parte de la sociedad.

· La información exigida en el artículo 446, numeral 3, del Código de Comercio, a saber:

· Detalle de los egresos por concepto de salarios, honorarios, viáticos, gastos de representación, bonificaciones, prestaciones en dinero y en especie, erogaciones por concepto de transporte y cualquier otra clase de remuneración que hubiere recibido cada uno de los directivos de la sociedad.

· Las erogaciones por los mismos conceptos indicados en el punto anterior, que se hubieren hecho a favor de asesores o gestores, vinculados o no a la sociedad mediante contrato de trabajo, cuando la principal función que realicen consista en tramitar asuntos ante entidades públicas o privadas, o aconsejar o preparar estudios para adelantar tales tramitaciones.

· Las transferencias de dinero y demás bienes, a título gratuito o a cualquier otro, que pueda asimilarse a éste, efectuadas a favor de personas naturales o jurídicas (por ejemplo, donaciones a entidades sin ánimo de lucro,  campañas políticas, etc.).

· Los gastos de propaganda y de relaciones públicas, debidamente discriminados.

· Los dineros u otros bienes que la sociedad posea en el exterior y las obligaciones en moneda extranjera y

· Las inversiones discriminadas de la compañía en otras sociedades, nacionales o extranjeras.

· Los demás aspectos de carácter financiero, administrativo o laboral que deban ser conocidos por los asociados. Al respecto, resulta importante recordar que, de conformidad con lo establecido en el artículo 7 del Decreto 2649 de 1993, en caso de existir circunstancias que constituyan una amenaza real y objetivamente determinable para la continuidad de la empresa, esta circunstancia deberá darse a conocer. Para el efecto, la misma norma señala que ciertas circunstancias, como las expresadas a continuación, pueden indicar que el ente económico no continuará funcionando normalmente:

· Tendencias negativas (pérdidas recurrentes, deficiencias de capital de trabajo, flujos de efectivo negativos, etc.)

· Indicios de posibles dificultades financieras (incumplimiento de obligaciones, problemas de acceso al crédito, refinanciaciones, venta de activos importantes), y

· Otras situaciones internas o externas (restricciones jurídicas a la posibilidad de operar, huelgas, catástrofes, etc.)
Adicionalmente, de acuerdo con lo previsto en el artículo 46 de la Ley 964 de 2005, los representantes legales deben certificar dicho informe con el objeto de precisar que no contienen vicios, imprecisiones o errores que impidan conocer la verdadera situación patrimonial o las operaciones del correspondiente emisor de valores.

5.1.2    Estados financieros completos del respectivo ejercicio.

A la asamblea de accionistas deben presentarse los estados financieros básicos relacionados en el artículo 22 del Decreto 2649 de 1993, tanto individuales como consolidados, en el caso de sociedades matrices, debidamente certificados en los términos del artículo 37 de la Ley  222 de 1995, y presentados en forma comparativa con los del mismo corte del ejercicio anterior.

Dichos estados financieros deberán ser preparados de acuerdo con las normas contables vigentes y los principios de contabilidad generalmente aceptados, y estar acompañado de sus respectivas notas, con las cuales conforman un todo indivisible. En la elaboración de las notas a los estados financieros debe darse cabal cumplimiento, en su integridad, a las normas técnicas establecidas para el efecto en los artículos 113 a 121 del Decreto 2649 de 1993.

Proyecto de distribución de utilidades. 

Si hubiere lugar a ello, deberá presentarse el proyecto de distribución de utilidades, atendiendo las normas fijadas en los artículos 451 a 456 del Código de Comercio.

Al ordenar la distribución de dividendos debe recordarse que, conforme a lo establecido en el numeral 2 de la Circular Externa No. 13 de 1998, expedida por la Superintendencia de Valores, hoy Superitnedencia Financiera, en concordancia con los  artículos 418 y 455 del Código de Comercio, el pago de dividendos debe realizarse a quienes tengan la calidad de accionistas al tiempo de hacerse exigible cada  pago.

No obstante, para las acciones que hayan sido transadas a través de la Bolsa de Valores de Colombia en los días próximos a la fecha de distribución de la asamblea de accionistas, deberá darse cumplimiento a lo dispuesto para el efecto en el  numeral 3.2.2.3.7.4. del Reglamento General de la Bolsa de Valores de Colombia sobre la fecha “exdividendo”. Por fecha ex dividendo deberá entenderse aquel lapso durante el cual toda transacción de acciones que se realice a través de una bolsa de valores, se efectúa sin comprender el derecho a percibir los dividendos que se encuentren pendientes.

Por otra parte, en caso de registrarse pérdidas en el ejercicio respectivo o en ejercicios anteriores, resulta importante recordar que el Código de Comercio contempla una serie de normas sobre reparto de utilidades en las sociedades anónimas, aplicables en lo pertinente a todas las formas societarias; entre éstas se encuentra el artículo 456, el cual prescribe que las pérdidas se enjugarán con las reservas que hayan sido destinadas especialmente para ese propósito y, en su defecto con la reserva legal; las reservas cuya finalidad fuere la de absorber determinadas pérdidas no se podrán emplear para cubrir otras distintas, salvo que la asamblea así lo decida. En igual sentido,  advierte que si la reserva legal fuere insuficiente para enjugar el líquida de capital, se deberán aplicar a este fin los beneficios sociales de los ejercicios siguientes.
Es del caso entonces reiterar que, conforme al precepto invocado, en concordancia con el artículo 151 del Código de Comercio, se encuentra la  prohibición distribuir utilidades mientras no se hayan absorbido las pérdidas que afecten el capital, -esto es cuando a consecuencia de las mismas se reduzca el patrimonio neto por debajo de dicho capital-, y han de respetarse las reglas precisas para enjugar las mismas, de modo tal que si en un ejercicio resultan pérdidas y no se constituyeron reservas para enjugarlas, se deben apropiar las utilidades necesarias para absorberlas; de ser insuficientes, se destinarán en su totalidad para enjugar las pérdidas, y se afectará la reserva legal para cubrir el faltante. Si, por último, dicha reserva  no es suficiente para enjugar las pérdidas, se deberán aplicar a ese fin las utilidades de los ejercicios siguientes, de manera que solo hasta cubrir la totalidad de las pérdidas habrá lugar a repartir utilidades, todo con el propósito de reintegrar el capital inicial a través de las utilidades futuras.

De otro lado, de acuerdo con el artículo 459 del Código de Comercio, la asamblea podrá tomar u ordenar las medidas conducentes al restablecimiento del patrimonio por encima del cincuenta por ciento del capital suscrito, como la venta de bienes sociales valorizados, la reducción de capital suscrito, la emisión de nuevas acciones, etc. Estas medidas operan como una forma de restablecer el patrimonio por encima del cincuenta por ciento del capital suscrito, esto es, como una manera de enjugar las pérdidas que ubican a la sociedad en la causal de disolución prevista en el artículo 457, numeral 2.  Es por eso que la liquidación prevista en el aludido artículo 459 no forma parte del capítulo IV del Título VI  del Libro Segundo del Código de Comercio, denominado “Balances y Dividendos”,  sino del capítulo V de dicho Título VI, denominado Disolución  y Liquidación de la sociedad anónima.”

5.1.4    Dictamen  sobre los estados financieros. 

El revisor fiscal deberá presentar su dictamen sobre los estados financieros y demás informes que considere pertinentes en ejercicio de la función asignada en el artículo 207, numeral 2, del Código de Comercio.

El dictamen es el documento formal que suscribe el revisor fiscal conforme a las normas de su profesión, relativo a la naturaleza, alcance y resultados del examen realizado a los estados financieros y a los libros oficiales de la sociedad.  En el dictamen el revisor fiscal debe declarar explícitamente si los estados financieros presentan razonablemente, en todo aspecto significativo, la situación de la entidad, los resultados de las operaciones y los cambios en la situación financiera, de conformidad con los principios de contabilidad generalmente aceptados; dicha conclusión se puede expresar sólo cuando  el revisor fiscal se haya formado  una opinión, luego de haber efectuado una auditoria integral de conformidad con las normas aplicables.
El dictamen debe referirse como mínimo, en forma expresa y clara, a los siguientes temas: 

· Identificación de los estados financieros objeto del dictamen.

· Naturaleza y alcance de la auditoria.

· Opinión, que puede ser sin salvedades, con salvedades o adversa. Excepcionalmente, cuando existan  limitaciones  significativas o condiciones de incertidumbre importantes, el revisor fiscal puede  denegar el dictamen o  abstenerse de dar su opinión, motivando debidamente tal decisión. 

· Recomendaciones a la administración y al máximo órgano social, tendientes a solucionar problemas existentes o evitar que éstos se presenten, en cumplimiento de la función asignada en el numeral 2 del artículo 207 del Código de Comercio.

· Constancia acerca del cumplimiento en forma correcta y oportuna de los aportes que las sociedades están obligadas a realizar al sistema de seguridad social, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11 del Decreto 1406 de 1999.

Si los estados financieros del ejercicio anterior fueron examinados por otro contador público, se debe indicar esta situación, el tipo de dictamen emitido y en el caso de que se trate de un dictamen con salvedades, las razones que lo originaron, tomando en consideración la naturaleza y la validez corriente de la salvedad.

Cuando los estados financieros de ejercicios anteriores no hayan sido dictaminados, se debe hacer constar este hecho en el dictamen, advirtiendo que dichos estados financieros se presentan únicamente para fines comparativos y que el respectivo revisor fiscal no expresa opinión alguna sobre ellos.

5.1.5    Informe Especial que deben presentar los Grupos Empresariales

En el caso en que exista un grupo empresarial, según lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley  222 de 1995, los administradores de la sociedad controlante, así como los de la controladas, deben presentar un informe especial al máximo órgano social, en el que se dé cuenta, cuando menos, de los siguientes aspectos:

· Las operaciones de mayor importancia concluidas durante el ejercicio respectivo, de manera directa o indirecta, entre: a) la controlante o sus filiales o subsidiarias con la respectiva sociedad controlada; b) la sociedad controlada y otras entidades,  por influencia o en interés de la controlante, y c) la sociedad controlante y otras entidades, en interés de la controlada.

En desarrollo del principio de revelación plena, en dicho informe se deben incluir, respecto de cada operación, los siguientes datos: la razón social de las sociedades involucradas, la clase de operación, las condiciones en que se llevó a cabo, indicando si existieron diferencias entre los precios de mercado o condiciones vigentes en el mercado para operaciones similares, y los efectos que pueda tener la operación sobre la sociedad (indicando expresamente, entre otras cosas, los ingresos, costos o gastos y la utilidad o pérdida generados por la misma, según corresponda), y, en general, toda la información que permita a los accionistas y al mercado público de valores evaluar el efecto de las operaciones en la situación general de la sociedad y en sus intereses particulares.
· Las decisiones de mayor importancia que se hayan tomado o dejado de tomar por influencia o en interés de otra sociedad del grupo, ya sea por parte de: a) la sociedad controlada, por influencia o en interés de la sociedad controlante, o b) la sociedad controlante, en interés de la sociedad controlada.
La Superintendencia Financiera de Colombia o la entidad de supervisión que sea competente en cada caso, podrá constatar en cualquier tiempo la veracidad del contenido del informe especial y si es del caso, adoptar las medidas que fueren pertinentes.

5.2    Para decidir sobre escisiones, fusiones o transformaciones

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 173 del Código de Comercio y 13 de la Ley  222 de 1995, cuando se pretenda fusionar, escindir o transformar una sociedad, se deberá elaborar un documento que debe suministrar a los socios o accionistas toda la información que resulte relevante para que puedan contar con los elementos de juicio necesarios para tomar una decisión al respecto.

Dichos informes deben estar disponibles para consulta de los socios o accionistas, durante todo el período comprendido entre la fecha de publicación del aviso (por lo menos con quince (15) días hábiles de antelación a la fecha de la reunión en que vaya a  ser considerada la propuesta respectiva) y el día de celebración de la asamblea o junta, circunstancia que podrá ser verificada por la Superintendencia Financiera, o entidad competente, en cualquier momento.
5.3    Para decidir sobre aumento del capital autorizado o disminución del suscrito

De conformidad con lo previsto en el articulo 67 de la Ley 222 de 1995, cuando en las sociedades que negocien sus acciones en el mercado público de valores, se convoque a una asamblea de accionistas para debatir el aumento del capital autorizado o la disminución del suscrito, los administradores de la sociedad deberán elaborar un informe sobre los motivos de la propuesta, que deberá quedar a disposición de los accionistas en las oficinas de administración de la sociedad, durante el término de la convocatoria.

Así las cosas, si el tema va a ser debatido en una asamblea ordinaria, el informe mencionado deberá estar disponible por el término de quince (15) días hábiles que precedan a la reunión de asamblea. Si el tema va a ser objeto de discusión en una reunión extraordinaria, el informe deberá estar disponible por el término previsto en los estatutos o, en silencio de éstos, por el término de cinco (5) días comunes.

El referido informe deberá contener, entre otros, los siguientes aspectos:

a) Justificación de la reforma propuesta (legal, económica, financiera, tributaria o de cualquier otra naturaleza

b) Origen y disponibilidad de los fondos con los cuales se procederá al reintegro de aportes a los socios y las medidas adoptadas para la consecución de los mismos, identificando claramente los activos que se enajenarían o que se utilizarían como medio de pago para el reembolso, de ser el caso, precisando si tales activos son no operacionales u operacionales y explicando claramente el efecto que su enajenación tendría sobre el desarrollo del objeto social de la compañía.
c) Estados financieros básicos de la sociedad al cierre del mes inmediatamente anterior a la fecha en la cual se efectuó la convocatoria a la asamblea, acompañados de sus notas, debidamente certificados conforme a lo establecido en el artículo 37 de la Ley 222 de 1995 y dictaminados por el revisor fiscal, según lo dispuesto en el artículo 38 ibídem
d) Estados financieros proyectados de la sociedad después de hacer el reembolso de aportes, para los siguientes 5 años, incluyendo el detalle de los supuestos utilizados y de la fuente de las variables macroeconómicas y sectoriales involucradas en las mismas. 
e) La opción que, de conformidad con lo aprobado por el máximo órgano social, se ofrecerá a los tenedores de bonos emitidos por las sociedades participantes en el proceso, cuando sea del caso, en términos del artículo 1.2.4.41 de la Resolución 400 de 1995. 
6.    DEBERES REFERENTES AL SUMINISTRO DE INFORMACIÓN RELEVANTE
Las reuniones de la asamblea de accionistas de una sociedad emisora de valores son una de las principales fuentes de información relevante, teniendo por tal, según lo dispuesto en el artículo 1.1.2.18 de la Resolución 400 de 1995
, “toda situación relacionada con él o su emisión que habría sido tenida en cuenta por un experto prudente y diligente al comprar, vender o conservar los valores del emisor o al momento de ejercer los derechos políticos inherentes a tales valores..” 
La información deberá divulgarse en las oportunidades y de conformidad con los términos y condiciones previstos en la Resolución 400 de 1995 o las normas que la modifiquen, sustituyan o adicionen. 
Respecto a las obligaciones de actualización del Registro Nacional de Valores y Emisores, consultar la Guía para Emisores, la cual se encuentra en el siguiente vínculo 
http://www.superfinanciera.gov.co/GuiasInformativas/guiaemisores072008.doc

7.    EFECTOS DE LA INOBSERVANCIA DE LAS NORMAS QUE RIGEN LAS ASAMBLEAS O JUNTAS DE SOCIOS

Al tenor del artículo 188 del Código de Comercio, las decisiones adoptadas en una reunión celebrada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 186 ibídem, obligan a todos los asociados, incluyendo a los ausentes en la reunión o a los disidentes de las determinaciones. Lo anterior siempre que tales decisiones tengan el carácter de generales y se encuentren ajustadas a la ley o a los estatutos, pues las decisiones que no tengan tal carácter serán inoponibles a los socios ausentes o disidentes. 

Las determinaciones adoptadas en contravención a lo dispuesto en el referido artículo 186 serán ineficaces, esto es, no producirán efectos ni entre los accionistas ni frente a terceros, sanción esta que opera de pleno derecho sin necesidad de declaración judicial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 897 del Código de Comercio.

De otra parte, es de señalar que se predicarán absolutamente nulas las decisiones adoptadas sin el número de votos previstos en los estatutos o en la ley, o excediendo los límites del contrato social, atendiendo el hecho que la capacidad de la sociedad se circunscribe al desarrollo de la empresa o actividad prevista en su objeto, tal como lo prevé el artículo 99 del Código de Comercio. Dentro de dicho objeto se entienden incluidos los actos que constituyan desarrollo de la actividad o actividades principales de la sociedad, los actos directamente relacionados con dichas actividades, y los que tengan por finalidad ejercer los derechos y cumplir con las obligaciones legal o convencionalmente derivados de la existencia o actividad de la sociedad. 

8.    SUSPENSIONES

De conformidad con el artículo 430 del Código de Comercio, las deliberaciones de la asamblea pueden ser suspendidas cuantas veces sea necesario, y reanudarse posteriormente dentro de un lapso que no excederá de tres días hábiles. Para ello se requiere que cada suspensión sea aprobada con el voto de al menos el cincuenta y uno por ciento (51%) de las acciones representadas, y emitido por un número plural de asistentes.  Para la reanudación de la reunión no se requiere nueva convocatoria y pueden asistir quienes no estaban en la deliberación inicial.

Ahora bien, las deliberaciones no podrán prolongarse por más de tres días si no está representada la totalidad de las acciones suscritas. 

9.    ASPECTOS RELATIVOS A LAS ACTAS DE LAS REUNIONES

9.1    Contenido y requisitos de las actas

Las actas deberán ser numeradas cronológicamente y en forma sucesiva y continua
, de modo que el acta de la primera reunión del año lleve el número siguiente al del acta de la última reunión del año anterior. En el evento de llevarse en un mismo libro las actas de junta directiva y las de asamblea, se tendrá en cuenta que al tenor del artículo 131 del Decreto 2649 de 1993, la numeración se hará de forma sucesiva y continua para cada órgano social.
Adicionalmente, en la elaboración de las actas deberá tenerse en cuenta lo dispuesto en los artículos 189 y 431 del Código de Comercio, en el sentido que las decisiones de la asamblea general de accionistas se harán constar en actas aprobadas por la misma, o por las personas designadas para el efecto, las cuales deberán  identificarse con un número en su orden cronológico y contener por lo menos lo siguiente:

a. Ciudad, fecha, hora y lugar de la sesión.
b. Fecha de la convocatoria, medio específico utilizado para el efecto, indicación  de la persona que efectuó la convocatoria y de la calidad en la cual actuó. 
c. Asistentes a la reunión, indicando en qué calidad actúa cada uno, esto es, si como socio o accionista, apoderado o representante legal, y el número de cuotas o acciones que cada uno representa. Así mismo deberá indicarse en este punto si la sociedad tiene acciones readquiridas y cuál es su monto, así como el hecho de si se ha verificado que no se presenten en la sesión indebidas representaciones.
d. Orden del día previsto para la reunión.
e. Indicación de las personas que actúen o sean designadas como presidente y secretario de la reunión y, en su caso, el número de votos con que fueron elegidos.
f. Síntesis de lo ocurrido en la reunión, indicando expresamente:
· Los votos emitidos en cada caso, es decir, los votos a favor, en contra o en blanco respecto a cada una de las propuestas.

· Las constancias escritas presentadas por los asistentes durante la reunión.
· Las designaciones efectuadas.

· Si en la respectiva sesión se ha sometido a consideración de los accionistas un proyecto de fusión, escisión, transformación de la compañía o la cancelación de sus títulos en el Registro Nacional de Valores y Emisores y/o en la bolsa de valores, deberá relacionarse el nombre de las personas que votaron en contra de la determinación, para efectos de permitir el ejercicio del derecho de retiro, y

· La fecha hora y lugar de la clausura.
g. Tratándose de reuniones no presenciales a las que se refiere el artículo 19 de la Ley 222 de 1995 deberá dejarse constancia del medio empleado para la comunicación simultánea o sucesiva. Respecto del mecanismo de toma de decisiones previsto en el artículo 20 ibídem en el acta deberá constar el término dentro del cual fueron recibidas las comunicaciones en las cuales los socios manifestaron el sentido de su voto
Según lo dispuesto por el artículo 431 del Código de Comercio, en las actas se deberá dejar constancia de todo lo ocurrido en la reunión respectiva, incluyendo todos los asuntos tratados en ella. Esto último implica no solamente hacer mención de la lista de temas que fueron objeto de discusión, sino también presentar en el acta un resumen de los principales hechos o argumentos expuestos a favor o en contra de la respectiva propuesta, así como las conclusiones a las cuales se llegó en relación con la misma, dejando constancia de todos los documentos presentados a consideración del órgano social. Dichos documentos son parte integral del acta, por lo cual en caso de no ser transcritos deberán presentarse como anexos de la misma. Así, cada vez que se entregue un acta, deberá suministrarse al interesado tanto el cuerpo principal de la misma como todos sus anexos, los cuales podrán guardarse en el mismo libro de actas, o en otro destinado especialmente para el efecto, el cual deberá estar adecuadamente identificado y foliado, y mantenerse bajo medidas adecuadas de conservación y custodia.

9.2    Elaboración y aprobación de las actas

Antes de finalizar la sesión se puede hacer un receso para elaborar el acta respectiva, con el fin de someterla a la aprobación colegiada de todos los accionistas, caso en el cual deberá indicarse el número de votos con que el acta fue aprobada; o alternativamente se puede optar por el nombramiento de una comisión para que posteriormente la apruebe
.

Las actas deben ser suscritas por quienes actuaron como presidente y secretario en la respectiva sesión, cuya designación puede estar contemplada en los estatutos o efectuarse en cada sesión, así como por los integrantes de la comisión aprobatoria del acta, si a ello hubiera lugar
.

La firma de los comisionados designados para aprobar el acta, junto con las del presidente y secretario, son requisitos indispensables para que el documento sirva como prueba de los hechos en ella consignados, permitiendo  su utilización como instrumento para ejecutar las acciones a que haya lugar o exigir las obligaciones que en ella consten. 

De conformidad con lo expuesto, las firmas de todos los comisionados deben constar en el acta en señal de que su contenido es fiel relación escrita de lo sucedido en la respectiva sesión, sin que ello suponga la expresión de la voluntad por parte del comisionado en cuanto a que esté o no de acuerdo con las decisiones adoptadas, puesto que el temario objeto de la reunión ya fue votado en el seno de la misma. Si la aprobación del acta es asumida  directamente por la asamblea de accionistas en su conjunto, se requerirá como mínimo de la mayoría ordinaria prevista en los estatutos o en la ley.

La falta de alguna de las firmas tiene como consecuencia que el documento carezca de idoneidad para todos los efectos legales. Por lo tanto, si alguno de los delegados para la aprobación del acta por cualquier razón no accede a firmar, en la siguiente reunión se podrá incluir como uno de los puntos del orden del día la aprobación del acta anterior. Si la aprobación del acta se requiere con carácter urgente y por ello no es posible esperar a la siguiente reunión ordinaria, corresponderá a los administradores sociales o al revisor fiscal convocar a una reunión extraordinaria de la asamblea de accionistas para que imparta la aprobación respectiva.

Si una vez aprobada el acta por los accionistas o por la comisión designada para el caso, se detectan omisiones o vacíos en su contenido, puede procederse a la elaboración de actas adicionales en las que consten tales hechos, las cuales deberán ser suscritas por quienes actuaron en el acta principal como presidente y secretario. Si se trata de  simples errores de trascripción, su corrección se surtirá mediante una anotación al pie de la página respectiva o por cualquier otro mecanismo de reconocido valor técnico que permita evidenciar su corrección.     
La anulación de folios se debe efectuar señalando sobre los mismos la fecha y la causa de la anulación, suscrita por el responsable de la anotación con indicación de su nombre completo.

Ahora bien, si se trata de aclarar cuestiones de fondo o hacer constar decisiones del máximo órgano social que no fueron incluidas en el acta principal, o de modificar total o parcialmente el sentido o alcance de las decisiones adoptadas, el acta adicional deberá ser aprobada por la totalidad de los accionistas que asistieron a la primera reunión o por la totalidad de personas que  conforman la Comisión designada por el máximo órgano social para el efecto.
En la elaboración de las actas que se realicen con ocasión de una reunión de segunda convocatoria, deberá incluirse adicionalmente el dato referente a la fecha de la reunión inicial que no pudo efectuarse por falta de quórum.

Artículo  397 del Código de Comercio.


� Ver concepto 220- 018843 del 19 de abril de 2002 de la Superintendencia de Sociedades.


� El Título I de la Parte Primera de la Resolución 400 de 1995 fue subrogado por el Decreto 3139 de 2006.


� Ver artículo 195 del Código de Comercio.


� Ver artículo 189 del Código de Comercio. 


� ibídem





